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El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.      El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala.
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INCIDENTE DE DESACATO / ORDEN CUMPLIDA. De conformidad con lo antes mencionado y como quiera que del estudio de los documentos allegados al expediente se observa que por parte del Director Técnico de Reparaciones se cumplió lo ordenado por la juez constitucional, así fuera de manera tardía, por ser el funcionario obligado a dar respuesta a la petición elevado por el actor por tratarse de un tema de su exclusiva competencia, procede en consecuencia la revocatoria de la providencia adoptada, tal como lo ha expuesto la guardiana de la Constitución en varias ocasiones, por ejemplo, en la sentencia T-652/10, reiterada en el Auto 202/13, por medio del cual se hizo seguimiento a las órdenes de protección constitucional tomadas en el Auto 110/13 por esa Alta Corporación (…).
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TRIBUNAL SUPERIOR DE PEREIRA
       SALA de decisión PENAL

             Magistrado Ponente 

     JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Pereira, dieciséis (16) de agosto de dos mil diecisiete (2017)

                                                                    Acta de Aprobación No 807
                                                    Hora: 9:30 a.m.
1.- VISTOS  
Debe pronunciarse la Sala con ocasión de la consulta de la decisión proferida por el Juzgado Primero Penal del Circuito de Pereira (Rda.), mediante la cual se sancionó al Dr. RAMÓN ALBERTO RODRÍGUEZ ANDRADE, Director de Gestión Social y Humanitaria de la Unidad de Atención y Reparación Integral a las Víctimas -en adelante UARIV-, y a la Dra. CLAUDIA VIVIANA FERRO BUITRAGO, Subdirectora General de dicha entidad, por no atender el cumplimiento de la decisión de tutela dictada a favor de los intereses del señor ROBERTO RUIZ OSPINA. 
2.- ANTECEDENTES 
2.1.- En junio 3 de 2016, el Juez Primero Penal del Circuito de esta ciudad, como juez constitucional de primer grado concedió el amparo solicitado por el señor ROBERTO RUIZ OSPINA dentro de la acción de tutela presentada contra la UARIV; y, en consecuencia, ordenó: “[…] al Director de Gestión Social y Humanitaria –Unidad para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas doctor Ramón Alberto Rodríguez Andrade (o quien haga sus veces), que en el término de quince (15) días contados a partir de la notificación de esta decisión, proceda al suministro de la ayuda humanitaria de emergencia a la que tiene derecho el actor, por el hecho victimizante de desplazamiento forzado”.

2.2.- Mediante escrito de junio 21 de 2017, recibido vía correo electrónico,  el accionante indicó al Juzgado, que la entidad accionada no había dado cumplimiento a la orden impartida, por cuanto solo le han hecho entrega de dos giros por concepto de ayuda humanitaria y pidió por tanto que se tramitara incidente de desacato.

2.3.-  Por auto de junio 23 de 2017, dispuso requerir a la Subdirectora General de la UARIV -Dra. CLAUDIA VIVIANA FERRO BUITRAGO- como superior jerárquica del Director de Gestión Social y Humanitaria -Dr. RAMÓN ALBERTO RODRÍGUEZ ANDRADE- e igualmente a éste último, para que dentro de las 48  horas siguientes dieran cumplimiento al fallo de tutela.

2.4.- En Julio 7 de 2017, el Director Técnico de Gestión Social y Humanitaria informa que se dio respuesta a la petición elevada por el actor, indicándose que se procedió a efectuar un giro con el fin de garantizarle los componentes de alojamiento temporal y alimentación, mientras se constata su situación real, ordenándose la entrega de $320.000 pesos en el banco Agrario de Pereira, por lo cual se presenta un hecho superado.

2.5.- De tal comunicación se corrió traslado al actor, quien en misiva de julio 11 de 2017, señala que no se tiene conocimiento donde debe ser llevado por las personas que lo cuidan para atender el requerimiento de la UARIV. Igualmente allegó escrito de julio 14, dirigido a la UARIV donde pide que los dineros que le consignan los pueda reclamar en Silvania (C/marca) donde reside actualmente.

2.6.- Como quiera que el despacho consideró que el fondo de la sentencia no fue resuelto, de conformidad con el artículo 52, Decreto 2591/91 dispuso correr traslado de la queja a la Subdirectora de la UARIV -Dra. CLAUDIA VIVIANA FERRO BUITRAGO-  Y al Director de Gestión Social y Humanitaria -Dr. RAMÓN ALBERTO RODRÍGUEZ ANDRADE-. 

2.7.- en julio 25 de 2017, se recibió nuevo oficio del Director de Gestión Social de la UARIV, en el que reitera que desde junio 30 de 2017 puso a disposición del actor ROBERTO RUIZ OSPINA del giro por concepto de ayuda humanitaria en el Banco Agrario de Pereira y pidió en consecuencia se declarara el cumplimiento del fallo constitucional.
2.8.- Puesta en conocimiento tal situación al actor, mediante escrito de julio 31 de 2017 expresó que en petición elevada a la UARIV informó su actual ubicación, y además pidió se le indicara a qué lugar se debía dirigir para actualizar sus datos, sin que se le hubiera dado respuesta, ni mucho menos haber podido cobrar dicha ayuda, misma que solicita se traslade a un sitio más cercano a su actual residencia en zona rural de Silvania (C/marca.).

2.9.- Adelantado el trámite de Ley, el Juzgado por auto de septiembre  agosto 1° de 2017 adoptó la decisión en el presente incidente y sancionó por desacato al Dr. RAMÓN ALBERTO RODRÍGUEZ ANDRADE, Director de Gestión Social y Humanitaria de la Unidad de Atención y Reparación Integral a las Víctimas, y a la Dra. CLAUDIA VIVIANA FERRO BUITRAGO, Subdirectora General de dicha entidad, con 3 días de arresto y multa de 1 s.m.l.m.v. 
2.10.- En agosto 9 de 2017
 se allegó a esta Corporación escrito del Director Técnico de Gestión Social y Humanitaria de la UARIV  -Dr. RAMÓN ALBERTO RODRÍGUEZ ANDRADE-, en el que además de señalar que desde agosto 4 de 2017, fueron puestos a disposición del señor  ROBERTO RUIZ OSPINA, en el Banco Agrario de Silvania (C/marca.), por lo cual pide se revoque el fallo, esgrimió una causal de nulidad, por cuando se vinculó al asunto a una funcionaria que no labora con la UARIV, esto es la Dra. CLAUDIA VIVIANA FERRO, quien fue desvinculada por resolución 00563 de julio 01 de 2015.
3.- Para resolver, se CONSIDERA 
Existe competencia funcional para desatar el grado de consulta surtido sobre la decisión proferida dentro del Incidente de Desacato que se tramitó en el Juzgado Primero Penal del Circuito de Pereira (Rda.).

De conformidad con lo arrimado al dossier la Sala advierte que así hubiera sido tardíamente, la orden impartida por el juez constitucional de primer grado fue en efecto cumplida por la entidad accionada; por tanto, habrá que revocarse la decisión sancionatoria emitida en el presente incidente, por las razones que se expondrán a continuación: 

Si bien por parte del actor se adujo que la AURIV no le hizo entrega de las ayudas humanitarias de emergencia, toda vez que solo se le dio dos de ellas, lo que se aprecia en el dossier es que la UARIV en junio 30  de 2017 y luego de darse inicio al presente trámite, procedió a realizar el giro de dicho recurso al Banco Agrario de Pereira -donde inicialmente se le efectuaban los mismos-, sin tener en cuenta la información por éste indicada en el sentido que residía en la vereda Azafranal de Silvania (C/marca.).

No obstante que la UARIV cumplió en dicha oportunidad al consignar el dinero por concepto de ayuda humanitaria, el a quo, luego de poner en conocimiento de dichas respuestas al actor, y como quiera que éste indicó que la UARIV no había dado respuesta concreta a sus pedimentos, en especial informarle el sitio al que debía acudir para adelantar los trámites requeridos por con miras a establecer la situación “real de su hogar” y que los dineros le fueran enviados a un lugar cercano a su residencia, se continuó con el asunto, el cual culminó con la decisión sancionatoria.

Pero en este momento, con lo allegado a esta instancia, donde se aprecia que por parte de la UARIV ya se procedió a hacer el giro respectivo de los recursos reclamados por el señor ROBERTO RUIZ OSPINA, en el municipio de Silvania (C/marca.), ello subsana lo que fue objeto de reclamo por parte del actor.

En efecto para corroborar tal circunstancia se logró comunicación telefónica con la señora SANDRA RAMÍREZ, persona que está al cuidado del actor, quien señaló que ciertamente la semana anterior, le fueron entregados al señor ROBERTO RUIZ los recursos que fueron enviados por la AURIV
.
De conformidad con lo antes mencionado y como quiera que del estudio de los documentos allegados al expediente se observa que por parte del Director Técnico de Reparaciones se cumplió lo ordenado por la juez constitucional, así fuera de manera tardía, por ser el funcionario obligado a dar respuesta a la petición elevado por el actor por tratarse de un tema de su exclusiva competencia, procede en consecuencia la revocatoria de la providencia adoptada, tal como lo ha expuesto la guardiana de la Constitución en varias ocasiones, por ejemplo, en la sentencia T-652/10, reiterada en el Auto 202/13, por medio del cual se hizo seguimiento a las órdenes de protección constitucional tomadas en el Auto 110/13 por esa Alta Corporación, en la cual se dejó claro que:  

“El objeto del incidente de desacato, de acuerdo a la jurisprudencia de esta Corporación, se centra en conseguir que el obligado obedezca la orden impuesta en la providencia originada a partir de la resolución de un recurso de amparo constitucional. Por tal motivo,  la finalidad del mencionado incidente no es la imposición de una sanción en sí misma sino  una de las formas de buscar el cumplimiento de la respectiva sentencia
.
Así entonces, la jurisprudencia constitucional ha precisado que la imposición o no de una sanción en el curso del incidente de desacato puede llevar a que el accionado se persuada del cumplimiento de la orden de tutela. En tal sentido, en caso de que se empiece a tramitar un incidente de desacato y el accionado, reconociendo que se ha desatendido lo ordenado por el juez de tutela, quiera evitar la sanción, deberá acatar la sentencia. De igual forma, en el supuesto en que se haya adelantado todo el procedimiento y decidido sancionar al responsable, éste podrá evitar que se imponga la multa o el arresto cumpliendo el fallo que lo obliga a proteger los derechos fundamentales del actor” -negrillas nuestras-

De otro lado, y aunque por parte del Director de Gestión Territorial se indica que se incurrió en una causal de nulidad al haberse vinculado y sancionado como Subdirectora General a la Dra. CLAUDIA VIVIANA FERRO BUITRAGO, quien según aduce desde el año 2015 no labora con dicha entidad, sin informar qué servidor actualmente cumple tal función, contrario a ello, al revisar los nombres de los funcionarios del equipo directivo de la UARIV de la respectiva página web de la UARIV
, se desprende que ésta es la persona que figura como Subdirectora, por lo cual era la llamada a ser atada al presente asunto. De todas formas, si en gracia de discusión se admitiera que no fue la personas que ocupa dicho cargo, considera la Sala que no se hace necesario retrotraer la actuación para solucionar tal falencia ya que el fondo del asunto se encuentra debidamente resuelto, toda vez que a la hora de ahora por parte de la UARIV se atendió el reclamo del actor, como ya se indicó.
Así las cosas, se revocará el proveído adoptado por el juzgado a quo, por haberse acatado el mandato dispuesto por el Juez Constitucional.
4.- DECISIÓN 
Conforme con lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, REVOCA la providencia emitida por el Juzgado Primero Penal del Circuito de Pereira (Rda.) materia de consulta. 

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
       JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

La Secretaria de la Sala,

MARÍA ELENA RÍOS VÁSQUEZ
� Ver folios 4 y ss. Cdno. 02.


� Ver folio 13 Cdno. 02.


� Sentencia T-421/03.


� http://www.unidadvictimas.gov.co/es/quienes-somos/equipo-directivo/154
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